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funciones de notario y las de tabelion; reunion que se verificó _en 
efecto por Enrique IV en f597. El notario, nombre que prevaleció,_ 
escepto en ciertas poblaciones rurales, llegó á ser _e~tonces, como 
la mayor parte de los demás cargos públicos, un oficio venal y be­
reditario. 

465. La ley de 16 de octubre de f79f suprimió la venalidad y 
la herencia, y ordenó que las plazas de los notarios se diesen por 
oposicion. Es dudoso que este modo de nominacion tan precioso, 
bajo tantos otros conceptos, fuese conveniente para empleos de 
esta naturaleza ( 1 ). Pero la ley de 25 ventoso, que nos rige en el 
dia, ha incurrido en el esceso contrario, exigiendo solo condiciones 
de aptitud enteramentt prácticas, es decir, cierto número de_años 
de práctica con un nota"rio (art. 57 y 58), sin requerir la ¡u~t1fica­
cion de ningun conocimiento teórico. Esta latitud en la elecc1on de 
candidatos, que podía concebirse en el año XI, cuando no se habían 
aun reorganizado las escuelas de derecho, ha llegado á ser una 
anomalía, hoy que el estudio de la ciencia del derecho se halla tan 
floreciente y tan estendido. La justificacion de un diploma sena 
tanto mas útil cuanto que la ley de 28 de abril de f816 (art. 91) 
ha restablecido indirectamente la venalidad para los oficios de no­
tarios, lo mismo que para otros muchos, lo cual á falta de toda con­
dicion formal de capacidad, transforma frecuentemente en pura es­
peculacion la adquisicion de estos oficios. Los vicios de la ley han 
producido los resultados que eran de esperar, y los desórdenes del 
notariado han hecho conocer demasiado la utilidad de su reforma. 
Una ordenanza de 4 de enero de 18i3 ha dado un paso en esta vía, 
fortilicaudo la accion disciplinal y prohibiendo á los notarios las 
especulaciones que han dado l~gar á tantos escándalos. Pero cua_n­
do la crísis de 1848, vinieron á afligir nuevos desastres al notaria­
do; para que la reforma sea completa y eficaz, es prec_isa una ley 
que aumente las garantías bajo el concepto de la capacidad: 

464. Si la in;titucion .del notariado, tal cual la concebimos en 
el dia, no es muy antig,ia, no es tampoco universal en Europa. En 
Austria las atribuciones de los notarios están limitadas á las proles-

transaccion recibida en l633 por dos mayores 6 alcalde~ ( maires) no tenia 
carácter auténtico (sent. deneg. de 27 de enero de 1820). 

{!) Se ha establecido, sin embargo, en Nápoles por el art. 55 de la ley 
del notariado. 
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tas de las letras de cambio, pues todos los demás actos de la vida 
civil son recibidos ó autorizados por jueces ó por funcionarios ads­
critos á los tribunales (Fcelix, núm. ~28). En Inglaterra, los nota­
rios no dán autenticidad á las actas, sino en cuanto se trata de ha­
cer uso de ellas en el estranjero. En el interior, todas las actas por 
cualquier oficial que se hayan estendido, deben acreditarse en jui­
cio por medio de testigos ó por el cotejo de escrituras. La atestacion 
del notario no tiene mas íuerza que la que tenia la del tabelion en 
los primeros tiempos. Continúan siendo, pues, actas privadas. Pero 
se eeha mano habitualmente para redactar estas actas, sometidas 
en Inglaterra á formas muy complicadas, de hombres de ley propia­
mente dichos, los attorneys, que son al mismo tiempo procuradores , 
acumulacion de [unciones que no carece de peligro para las partes, 
puesto que se dá la mision de prevenir los procesos á los mismos 
oficiales que se hallan encargado; de dirigirlos. La falta de actas 
auténticas autorizadas por notarios, hace por otra parte recurrir á 
medios análogos á los que se empleaba en Roma y en la Edad 
media. ,La seguridad de la posesion que se tiene de un acta pú­
,blica, dice Blackstone (lib. 11, cap. XXI), no depende solamen­
»te del acta misma, ni del consentimiento de las partes contra­
•tantes, sino tambien de la sancion de un tribunal de justicia, en 
•cuyos registros se ha consignado el acta., Actas de esta natura­
leza son recibidas por el Parlamento, y registradas bajo el nombre 
de actas privadas, en oposicion á las que tienen un carácter políti­
co. La organizacion judicial de Inglaterra presenta bajo este res­
pecto, la mayor analogía con la que existía en el Bajo Imperio. 

465. Ciertos países, por el contrario, han superado á la legi,la­
cion francesa, y dado mas valor aun á la autenticidad. Así, mientras 
que entre nosotros, la redaccion autorizada por notario, es en general 
puramente facultativa, en Prusia (V. Código Prusiano, part.I, lit. X, 
art. 6) y en el canton de Vaud (Código del canton de Vaud, articu­
lo H 15), es preciso un acta auténtica para trasmitir la propiedad 
inmueble. La legislacion que ha ido mas adelante en esta vía es 
el Código sardo de 1858 (art. 14-12); que exige la redaccion por 
acta pública respecto de todas las convenciones de cualquiera im­
portancia que sean, inclusos los arrendamientos por mas de nueve 
años. Tal vez esta exigencia no tiene ningun inconveniente, aten­
didos los hábitos de la poblacion sarda. Pero entre nosotros, las 
partes se dirigen voluntariamente al notario en todas las ocasiones 
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la fé del acta 6 escritura, solemnia probantia; las otras son estrín­
secas, necesarias solamente para su ejecucion, solemnia completoria. 
Compréndese bien cuántó importa distinguir estas dos clases de 
solemnidades: pues una cosa es, en efecto, la falta de fé de una acta, 
v otra cosa la falta de íuerza ejecutoria. Así pues, las solemnidades 
;equeridas (Código Napoleon, art. 1317) para que la acta otorgada 
ó autorizada por un notario 6 por cualquier otro oficial público, 
haga íé en juicio, son tan solo de la primera clase, porque hay ac­
tas que no están destinadas á ejecutarse y que no por eso son me­
nos auténticas, aunque revestidas solamente de formas intrínsecas, 
por ejemplo, los certificados de vida. 

Por no haber hecho esta distincion fundamental han negado 
ciertos autores la autenticidad al acta de conciliacion éstendida por 
el juez de paz. Es verdad que el art. 5i del Código de procedi­
miento dice que las convenciones de las partes insertas en el acta 
6 proceso verbal, tienen fuerza de obligacion privada; pero si se 
inquiere el objeto que se ha propuesto al legislador añadiendo esta 
restriccion, se reconocerá fácilmente que no ha querido rehusar al 
acta ó proceso verbal del juez de paz la fé que se dá á las declara­
ciones recibidas en forma debida por un funcionario público, sino 
solamente impe,lir que no se hiciera ejecutiva, lo cual hubiera 
atacado la prerogativa de los notarios (1). Así, se admite general­
mente en el dia, que esta acta ó proceso verbal constituye una ver­
dadera prueba auténtica, pero que no es susceptible de ejecucion for­
zosa, lo cual es lo que se ha querido decir al emplear estas espresio · 
nes vagas é inexactas: fuerza de obligacio,i privada. 

Esta fuerza ejecutoria que estamos habituados á reíerir en cier­
to modo á la autenticidad, como siendo su corolario obligado, está 
lejos de atribuirse en todas partes á las actas autorizadas ¡ior nota­
rio (Frelix, núm. 474); pues solo se encuentra en los países que 
han reproducido el sistema de la legislacion francesa, tales como 
Bélgica, la Prusia riniana, el canton de Ginebra, el reino de Gre­
cia. En los paise; que no dán la misma importancia al notariado 
(núm. 464), tales como la Inglaterra y la mayor parte de los países 
alemanes, las actas notariadas no son ejeculirns por sí mismas. 

(-i) Si reproducimos esta razones sin que se entienda de oinguo modo 
que Jo aprobamos. Léjos de nosotros la idea de que las leyes deben hacerse 
para los oficiales públicos, y no los oficiales públicos para las leyes. 
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Solamente en la Prusia antigua, en Austria, en Baviera, en Sajo­
nia, en Dinamarca, se dirige á los tribunales que hacen ejecutorias 
de una manera mas espedita las convenciones consignadas por 
actas públicas. Esto es lo que se llama proceso de ejecucion ( e.te­
cutif process. ). 

468. Vamos á examinar primeramente cuáles son las condicio­
nes á falta de las cuales es nula una acta autorizada por notario, al 
ménos como acta notariada; despues, nos preguntarémos lo que 
acontece, cuando se anule el acta á falta de alguna de estas condi­
ciones; y finalmente bablarémos de las formalidade, puramente 
intrínsecas. 

Por derecho español, lo convenido por las partes en_ el acto de ~onci_­
liacion es una traosaccion ó contrato solemne que adquiere fuerza eJecutt• 
va por la circunstancia de celebrarse ante el juez de paz, sin que se dé 
contra él el recurso de ape!acion que tiene lugar contra las providencias 
de los juicios, porque el acto conciliatorio no es un juicio, sino el resalta • 
do y efecto de la voluntad de las partes consignada solemnemente ante la 
autoridad del juez. Mas como para que tenga validez cualquier contra lo es 
necesario que concurran en él las c1rr,onstancias que extge el derecho, 
pudiéndose, de lo contrario, reclamar su nulidad ea juicio ordmario, era 
consigniente permitir, qoe se p1,1diese reclamar la nulidad de .lo convenido 
ea la co11cillacion, aon antes de llevarlo á efecto por la vfa eJecutiva, á la 
man·era que permiten las leyes oponer escepciones análogas en esta vfa, 
cuando se procede á ella por los demás lilulos que traen aparejada ejecu­
cion, para evitar los perjuicios é inconvenientes qoe se seguírian á las 
partes, si despues de la ejecocion se anuluse. Por eso, pues, se dispone 
en el art. 2W de la ley de Enjuiciamiento civil, que contra lo convenido 
en el acto de concíliacion, solo se admitirá la demanda de nulidad, y que 
ésta procederá únicamente por las causas que dan lugar á la aulidad de 
los contratos. Fuera de este caso, desde el momento ea que convienen las 
partes en el acto de conciliacion sobre el modo de arreglar sus diferencias, 
debe lle,·arse á efecto lo convenido, sin que baste para separarse de ello, 
ni para promover un litigio, la indecision de algun ponto incidental que 
pueda resolverse al ejecutarse lo pactado en el acto conciliatorio: sealen­
cia del Tribunal Supremo de Justicia de 30 de junio de 1854. 

Asi, pues, segun se previene en el art. 218 de la ley de Eojuiciami~nto 
civil, lo convenido en el acto de conciliacion se llevará á efecto por el Juez 
de paz, sino escediese de la cantidad prefijada para los juicios verbJles, 
esto es, de 600 rs. va. Si escediere de esta cantidad, por el juez de prime-
ra instancia de la m3nera y en la forma ~revenidas para la e¡ecocion de 
las sentencias. Y el articulo 219 previene, que en los casos en que con ar• 
reglo al artícolo anterior corresponda al juez de paz la ejecuciou de lo con• 
venido, éste suspenderá Jas actuaciones y las remitirá al juez de primera .... 
instancia, siempre que por un tercero se suscite alguna cueslion de de­
recho. 

De las provi leocias que dicte el juez de paz en la ejecucioTJ de lo con­
venido, habrá ape/acion al juzgado de primera instancia sin ul~erior re-

llfrtc 1 . • •• lfel 
IIIU07ECA IIIIVEIS1TW& 

"AlFOnso IEYEs" • 
'•"" ---...... ,,llmrt 





50 TRATADO DE LAS PRUEBAS EN DERECHO CIVIL Y PENAL. 

411. Lo que acontecerá con mas frecuencia será, que se nombre 
en forma debida, pero á una persona incapaz, privada por ejemplo· 
de la cualidad de francés. ,\sí es como en Roma consiguió un es­
clavo hacerse nombrar pretor, lo cual dió lugar á esta decision de 
Ulpiaoo, citada con tanta frecuencia (l. 3 D. de off. prret.): «Barba• 
,rius Philippus, quum servos Fugitivus esset, Romre prreturam pe• 
,tiit, et prretor designatus est; sed nihil ei servitutem ohstitisse, 
,ait Pomponius, quasi prrelor non fuerit. AtqYin verum est, prre­
•tura eum functum, et lamen videamus si servus, quamdiu latujt, 
,.dignitate prretoria functus sit, quid dicemus? qure edixit, qure 
,decrevit, nullius fore momentil Au fore, propter utilitalem eorum, 
»qui apud eum egerunt ve! lege, ve! quo alio jure? Et verum puto; 
,nihil eorum reprohari. Hoc enim bumaoius est, quum etiam potuit 
,populus romanos servo decernere hanc polestatem, sed et si scis­
•set servum esse, liberum eITecisset; quod jus multo magis in impe­
>ratore observaodum est. • 

¿Es preciso admitir esta decision, recibida generalmente en 
nuestra antígua jurisprudencia, 6 decir, al contrario, que estamos 
en el caso de la incapacidad prevista por el artículo t318, y que el 
acta ó escritura puede á lo mas valer como escritura privada! No 
-puede negarse que la misma necesidad práctica que dictó en Roma 
-la ley Barbarius Philippus, no exista aun en el dia. Los que tratan 
con un ofieial público, no pueden hacer una informacion sobre su 
edad, sobre sus antecedentes ele.; sino que deben referirse á la 
autoridad que le ha dado la investidura de sus funciones.,\ atener­
se tan solo al Código Napoleon, podría suscitarse alguna duda, 
puesto que el art. 1318, que no concede mas que efecto retroactivo 
á la acta, habla de la incapacidad en general. Pero si nos referimos 
á la lev de 2á Ventoso, año XI, que es la que trata de la materia y 
la cuai es poco verosímil que se haya querido derogar, vemos en 
ella, que el arl. 68 que enumera espresamente las dispo,;iciones 
curn inobservancia ocasiona nulidad, no atiende ni al artículo 55, 
riativo á las coud\ciones de capacidad que se requieren, ni al ar· 
ticulo 7, relativo á la incompatibilidad de las Funciones de notario 
con ciertas otras funciones. A la administracion es á la que convie­
ne dirigirse entonces, á fin de obtener que retire la comision (l. de 
Vent. arts. 45 y 461 entregada al desprecio de la ley; pero mientras 
esta comision no se retire,_se debe prestar fé al título que aparece. 
Basta aquí, debe decirse con Tácito (Anal. lib. VI, 88): «No,1 est 
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nostrnm reslima,·e quem supra Cilleros, el quibus de causis extollas. 
1'ibi summum re,-um judicium Die dedere; nobis obseqiti gloria re­
licta esl., Así es como los publicistas enseñan que los actos y sen­
tencias pasadas bajo el imperio de la autoridad mas legitima, deben 
sostenerse; y nosotros creemos, siempre en virtud de la misma 
teoría, que no incumbe á los Lrihunales negarse á ejecutar una 
ley (1), bajo preteslo de su inconslitucionalidad (cas. lf de mayo 
de 1833): de otra suerte, el poder judicial absorbería todos los de­
más (2). 

472. La incapacidad á que alude el art. t3í8, única que pue-. 
de viciar el acta, es aquella de que han podido ser informadas las 

( 1) Suponemos una ley votada en forma regular por los poderes coro. 
peteotes. La cuestion es mucho mas delicada, cuando ba habido usurpa­
cion del poder legislativo, y se ha insertado el acto irregular en el Boletin 
de las Jeyes, sin reclamacion, como ha acontecido respecto de un gran nú­
mero de decretos imperiales. Aun en esta hipóte~is, el tribunal de casa­
cion oo ha podido admitir, que el acto inconstitucional fuese nulo ipso 
facto, y no ha rechazado su autoridad. cuando se tratük de aplicar la pena 
de muerte (V. el Senado-consulto de 3 de abril de 1814), sino fundándose 
en la incompatibilidad del decreto de 10 de mayo de 1Rl2, con los princi­
pios consagrados por la carta (cas. 21 de mayo de 1847). 

(2) Admítese no obstante, en los Estados~Unidos, que el poder judicial 
1rnede negarse~ aplicar una ley que juzga ser inconstitucional. M. de Toe• 
queville (De la Democracia en América, tom. (, cap. VI,) esplica eslil. 
atribucion tan importante de la magistratura americana, por esta consi­
deracion, que e~tando admitida ea América la revision de l&s Constitucio­
nes, si hay conflicto entre la Censtitucion y la ley, es siempre 'Posible revi~ 
sar la Constitucion. Pero no vemos que ea Francia, bajo las d1vetsas Cons­
t1tucione~que han autorizado la revision del pacto fundamenLal (Coost. de 
1791, de 1793, del año II de 1848 y de 1852) se haya permitido á los tri. 
buna\e1:; determinar sobre la constitucionalidad de las leyes. Es pues preci -
so esp!icar la legislacion americana por un motivo mas grave, la necesidad 
de templar, coo el auxilio de esta iatervencioo de la magistratura, la omoi• 
potencia de la democracia. así como en otro tiempo, eotre nosotros, la ne· 
gallva rie registrar las ordenanzas por parte de los departamenlo!I, era un 
medio irregular, pero á veces eficaz de templar la omnipotencia de lamo­
narquía (V. sobre este punto el interesante capítulo de los comentarios de 
M. Story, sobre la Constitucion de los Estados-Unidos (lib. 3, cap. 4): 
Wh.o is final judge ar interpreter in Constitucionel controversies? Ade­
más, la Const1tucion actual, á imitacioo de la del año VIII, confia al Sena• 
do la mision de oponerse á la promulgacion de las leyes que fueran con~ 
trarias ó que atenta.sen á la Gonstitucion (Const. de t852, arl. 26). Pero 
no hay cuerpo especial encargado, como en otro tiempo el Tribunado, 
de provocar el ejercicio d~este derecho; solo pueden hacerlo los particu­
lares por vía de peticion (ibid. arl. ~5). Esta facultad no obstante ha ad. 
quirido mas importancia, desde que el decreto de 2• de noviembre de 1860, 
ha permitido publicar el ostracto de las sesiones del Senado. 
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partes, la cual resulta, no de un vicio latente, sino de una declara­
cion oficial de la autoridad. En efecto, el art. 52 de la ley sobre el 
notariado, al cual se refiere esta vez espresamente el art. 68 relati­
vo á las nulidades, se halla, concebido én estos términos: , Todo 
,notario suspendido, destituido ó sustituido, deberá inmediatamente 
,despues de la notificacion que se le haya hecho de su suspension, 
•de su destitucion ó de su sustitucion, cesar en en el ejercicio de su 
»estado., Es de advertir que este artículo, de acuerdo con la teo­
ría que acabamos de esponer, admite que basta la notificacion de 

• la decision tomada por la autoridad superior, contiuúe el ejercicio 
de las funciones; por lo tanto, todo lo que se ha hecho anterior• 
mente á esta notificacion, permanece siendo válido. Así. se ha de­
cidido (sent. den. de 25 de noviembre de 1815) respecto de una ci­
tacion hecha por un alguacil, cuya interdiccion se babia pronuncia­
do, sin estar aun notificada. Pero una vez habiendo tenido lugar 
esta notificacion, el oficial pierde todo su carácter; porque hay fal­
ta, sobre todo en un país donde las decisioues de la autoridad se 
hacen públicas por la vía de la prensa, en ignorar la destitucion ó 
la suspension debidamente notificada. 

473. La segunda condicion que se exige al oficial para que se 
confiera autenticidad á la acta, condicion consagrada por un edicto 
de noviembre de 1542, es que actúe ó autorice instrumentos en los 
límites de su territorio. Esta regla se observaba en el siglo XVI, 
como lo es en el dia. Se prescribía entonces estrictamente segun lo 
que nos refiere Boiceau (Prueba por testigos, lib. 11, cap. IV), que 
el notario no autorizase instrumentos fuera de su territorio, cum 
tabellio11es, extra lerrilorium, omnino privati censeantur, sicut el 
judices. Pero en el último estado del derecho antiguo, independien • 
temente de la prerogativa de que gozaban ciertos notarios, espe­
cialmente los de los antiguos tribunales (Cl,atelets) de París, Or­
leans y Montpeller, que podían autorizar instrumentos en todo el rei­
no, la regla de que cada notario debia ejercer en su territorio, no 
se consideraba como prescrita bajo pena de nulidad, y no tenia por 
sancion más que una multa (1). (V. la ley de 16 de octubre, de 
t791, tít. !, sec. l, art. 5, sent. den. de 5 de abril de 1836). Las 
leyes modernas han vuelto rigurosamente al principio que quiere 

(l) Pothier atestigua (Oblig. n6m. 792), que los reglamentos prohibi­
tivos respecto de esto, no era o considerados sino como leyes bursalea. 
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que un íuncionario, fuera del territorio que le está asianado no 

~ ' sea mas que.un simple particular, y en su consecuencia, ha debido 
pronunciarse la nulidad de las actas otorgadas fuera de este terri• 
torio (ley de Vent., art. 6 y 68). Por esto se e1ige la mencion del 
lugar donde se otorgó el acta ó escritura (ibid., art. 12), mencion 
que será úlil, pero no sustancial, en las actas ó escrituras priva• 
das, que pueden estenderse en todas parles. Exi~iendo esta men• 
cion, obli~a la ler al notario que autorizare instrumentos fuera de 
su territorio, ó bien á bacer una act• evidentemente nula si se abs­
tiene. de in,ertar en ella la enunciacion falsa, 6 bien en el caso con­
trario, á cometer una falsedad, disimulando la nulidad, y á espo• 
ner,e de esta suerte á las penas mas graves (1). 

4i4. En el territorio mismo correspondiente á los notarios, no 
pueden ejercer su ministerio respecto de toda clase de personas. Les 
está prohibido (ibid., art. 8) autorizar escrituras en las que sean par­
tes ,us parientes consanguíneos ó afines en línea recia, en todo gra­
do, y en la colateral hasta el grado de tio ó de s.obrino inclusive; 
además no pueden autorizar acta& ó escrituras en que tengan interés 
ellos mismos. Esto es lo que ha querido espresar el final del artícu­
lo 8, que añade: 6 que contuvieran algunas disposiciones en su fa­
vor; espresiones que gramaticalmente podrían referirse á los pa­
rientes de los notarios, igualmente que á los notarios mismos, pero 
en huena interpretacion, no pueden aplicarse mas que á estos últimos, 
puesto que de otra suerte, no conlendrian mas que una redundancia 
intltil. Nada mas justo, por otra parte, que prohibir al notario la 
facultad de dar testimonio en su propio interés. Así se ha juzgádo 
por dos sentencias de casacion, íecha 15 de junio de 1853. (V. lam­
b!en la ~ent. den. de 16 de nov. de 1836). Sin embargo, hemos 
mto (oum 453) que se quiso indebidamente y á consecuencia de 
una verdadera confusion de lenguaje, aplicar el arl. 175 del Códi-

(t) Esto mismo ha;decidido el tribunal de casacion muchas veces es­
pe,c,.lmPnle el 16 de nov. de 1832.-M. &l. Chaveau y Helie (Teori~ del 
Código penal, tom. 11, cap. 22, §. 2), quiereo para que, haya falsedad en 
este ras11, conforme á una seoteuc1a del mi:-mo tribunal de 4 de marzo 
de 1~25, que hubiera habido intencion de per¡udicar al in.leré, de las par­
t~s. Esta doctrina oos_p11rece muy laxa. Debe respoodersecoo la senten­
cia de ◄ 832, Ctq_ue lemeado esta falsa enuociacioo por ohjeto engañar y 
elu1_l1r la prev1s1on y la voluntad del lfg1slador, y siendo por otra parte 
J)e~Jud1c1al H otro (puesto que el acta e~ nula}, lleva consigo, por esto solo, 
la 1ntenc10n trimmal ~•I crimen de falsedad.Jlj 
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go penal á un notario que babia tomado interés en el crédito con· 
signado por una acta que babia recibido ú otorgado él mismo: Hay 
en esto una nulidad y una iníraccion disciplinal, pero de nmgun 
modo un delito caracterizado, delito que no podria ex1st1r smo 
cuando el notario hubiera tenido á su cargo el crédito mismo, en 
el cual tomó interés y no el acta destinada á consignarlo. 

475. Suponiendo que el oficial sea capaz y comp~tente, es ne­
cesario tamhien que se otorgue el acta con las solemnidades reque· 
ridas (C. Nap., art. 13t7). Estas solemnidades se refieren, ya á la 
cualidad de las personas que la otorgan, ya á las reglas que deben 
se 0 uirse en su otorgamiento. 

476. ,Las actas, dice el articulo 9.º de la ley de Ventoso, ~e 
,recibirán por dos notarios ó por un notario asistid? ~~ dos test1• 
,gos, ciudadanos franceses, que sepan firmar y dom1c1hados _e? el 
»distrito del coman en que se estienda el acta.• Esta d1spos1c1on, 
cuyo principio se remonta á una ordenanza de ~elipe el Ilermoso 
de i504, es necesaria para dará las parles garant1as contra_ la pre­
varicacion de los oficiales públicos. El acuerdo de dos notarios para 
falsificar los contratos de las partes es infinitamc~te menos pro_ba­
hle que la malversacion de uno solo. La presencia de los tesllgos 
que se han llamado instrumentales por rawn de su concurrencfa 
al acta (instrumentum), se 111s1tfica por el mismo mollvo. . 

Pero es muchas veces difícil, en la práctica, obtener la asisten­
cia de dos notarios; así la prescripcion de la ordenanza de i304, 
bien que renovada en t457, babia caído en desuso en el derecho 
antiguo, escepto, respecto de ciertos actos de alta 1mportanc1a, ta­
les como los testamentos. El artículo ,14 de los estatutos y reglamen • 
tos del colegio de los notarios del Cbatelet de París , homolo­
gados por una sentencia del_Parla~ento de 15 de mayo de t681, 
decia, que los notarios estar1an obhgados a firmar uno por otro las 
actas y contratos que no fueran contrar_10s á l_as ordenanzas y bue­
nas costumbres, paraque fuesen requeridos, sm podernegars_eá ello, 
y esta jurisprudencia se había convertido en ley por los edictos de 
i69t y de t706. Despues de haberse promulgado la ley de Ventoso, 
no se han conservado en la práctica los mismos hábitos, en cuanto 
al notario segundo, y repugnando nuestras costumbres á veces, con­
fiar á testigos el secreto de nuestros asuntos, se ha introducido 
igualmente el uso de hacer firmar el acta des pues á . 1 os _tesltgos 
instrumentales. Esto era, persistimos en creerlo, una v10lac1on ma-

ESCRITURA OTORGADA POR ANTE NOTARIO. S5 
nifiesta de la ley; violacion tolerada por largo tiempo por la juris, 
prudencia, que se fundaba en un singular motivo, la pretendida 
abrogac1on por desuso de la disposicion de la ley de Ventoso; pero al 
fin fué condenada por sentencia de casacion de 25 de enero de 1841 
Esta sentencia seguida de otra decision conforme (f6 de naviembr~ 
de t841), puso_ al legislador en la necesidad de custodiar los intere­
ses comprometidos por este cambio de jurisprudencia, y de resol­
ver para lo futuro: lal ha sido el objeto de la ley de 21 de junio 
de f843. 

. En cuanto al primer punto, es verdad que ciertos autores han 
disputado al legi~lador la facultad de hacer verdaderas leyes inter­
pretativas, que r1¡an para lo pasado (t). Pero esta teoría, contraria 
por otra parte, á la_ de los autores mas exactos, no podía prevalecer 
contra el deseo leg1t1mo de asegurar la estabilidad de los contrat 
Y la paz d~ las familias, prohibiendo, «anular las actas otorgad:: 
•p~r notano despues de la promulgacion de la ley de 25 Ventoso 
•ano XI. por la razon de que el notario segundo, ó los dos testigos 
•rnstrumentales no hab1an estado presentes á la recepcion de di­
»chas actas.» Esto es lo que h_a l1echo el art. t:' de la nueva ley, 
contra _el cual no podnan suscitarse objeciones formales. 

Respecto _del porvenir, aunque el legislador pretenda no hacer 
ma: .iuedesphcar la ley de Ventoso (ley de 1843, art. 3.'), Ja ha 
mo I ca o realmente, pues!º que ha dado la razon a Ja práctica, 
d1Spe~sando generalmente a las partes de la asistencia del segund 
notario y _de los testigos (ibid., arts. Lº y 3.'). Mas tanto du~ 
rante la d1scus10n de la ley de 1843, como despues de esta época 
se ha acusado al poder legislativo de haber carecido de energ· ' 
de no haber sabido ser consecuente en un sistema :vicioso. ~:;a~ 
censuras no nos parn'.:en fundadas. Desde luego, no babia motivos 
suficientes para ensanarse contra Jas dificultades práct¡cas que ofre­
c1a la presencia real del segundo notario y de los testigos, puesto 

. (i) No babria jnva.sioo sobre el poder judicial, sino en cuant io . 
{n.:;era el ~01er Jeg1slat1vo en las causas particulares para ioterpreºtar ~:rr~­
.. especia ment~ ~I decreto de t.9 Lluviosoi año U, por el cual la Conv y 

e!ºº anuló, á P~t1cion de las partes, una sentencia del tribuna/ de e en. 
f~ºynJ."n matedria de eom

1 
petencia), En cuanto á la facultad de interpret::i; 

un mo o genera, aun respecto de Jo pasado 80 podria t 
mas que al pod~r legislalivo; y las necesidades shciales exige~e~ enecer 
c?mo ba acontecido en f843, respecto de Jas actas autorizadas por vec

1
es, 

' 108, que se haga uso de esta facultad. no•-
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